
 

 

 

 

 
 

SECRETARIA DE ESTADO DE 

RELACIONES CON LAS CORTES 

 

   
  

 

 

 

RESPUESTA DEL GOBIERNO 

 

 

 

(184)  PREGUNTA ESCRITA CONGRESO 

 

184/77209 y 184/77210 

 

24/06/2015 

 

 

198738 y 198739 

 

AUTOR/A: VILLARRUBIA MEDIAVILLA, Julio (GS) 

 

RESPUESTA: 

 

El Gobierno, y en particular el Ministerio de Industria, Energía y Turismo, en modo alguno ha 

abandonado al sector del carbón como lo demuestra el conjunto de actuaciones realizadas a lo largo de 

la legislatura y algunas de ellas muy recientemente. El apoyo global a la minería del carbón en esta 

legislatura (ayudas sociales, a la producción, reactivación de las comarcas mineras, infraestructuras, 

etc.) supera los 3.000 millones de euros. 

 

Por una parte, el citado Ministerio, a través del Instituto para la Reestructuración de la 

Minería del Carbón y el Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras, ha elaborado una propuesta 

provisional de resolución de ayudas a la producción de carbón para unidades no competitivas, 

correspondiente al ejercicio 2015. Las empresas han dispuesto de plazo para presentar sus alegaciones, 

antes de que se dicte resolución definitiva. 

 

A partir de 2015, de acuerdo con la normativa vigente, los tonelajes máximos de carbón 

objeto de ayudas tendrán el límite del volumen facturado por suministros de 2014. Ese límite de 

tonelaje y, por lo tanto, de la cuantía de la ayuda (20 euros/tonelada correspondiente a producción 

subterránea) opera de modo global para el conjunto del sector. Por ello, las reducciones de suministros 

de carbón a las centrales eléctricas por parte de algunas empresas podrán compensarse con los 

incrementos que se puedan producir en otras. 

 

Por otra parte, el recientemente aprobado Real Decreto-ley 9/2015, de 10 de julio, recoge 

medidas excepcionales de carácter social a favor de empresas de la minería de carbón no competitiva. 

 

La Decisión 2010/787/UE del Consejo, de 10 de diciembre de 2010, relativa a las ayudas 

estatales destinadas a facilitar el cierre de minas no competitivas, consideró que la aportación del 

carbón subvencionado a las fuentes de energías autóctonas que contribuyen al abastecimiento de la 

Unión Europea no justificaba el mantenimiento indefinido de las subvenciones, limitando hasta 2018 

la posibilidad de que los Estados miembros concedieran ayudas a las minas no competitivas para 

cubrir los costes relacionados con el carbón destinado a la producción de electricidad. Para ello exigió 

un Plan de Cierre de las unidades de producción no competitivas, de modo que pudiese desarrollarse 

un cese ordenado de las actividades mineras en dichas unidades de producción que culminase a más 

tardar el 31 de diciembre de 2018. 

 



  

 

 

 

   

 

 

Sin embargo, con esa norma se ofrecía también un marco jurídico que facilitaba a los Estados 

miembros mitigar eficazmente los posibles efectos perjudiciales de los cierres de minas, especialmente 

en sus aspectos sociales, a fin de minimizar su impacto en zonas eminentemente mineras. 

 

En nuestro país ello se tradujo en un Marco de Actuación para la Minería del Carbón y las 

Comarcas Mineras para el período 2013-2018, acordado el día 1 de octubre de 2013 por el Ministerio 

de Industria, Energía y Turismo, con la central sindical FITAG-UGT, la Federación de Industria de 

CC.OO, la Federación de Industria de USO y, la agrupación de empresarios del sector, CARBUNIÓN. 

Este marco, adoptado de conformidad con lo dispuesto en la referida Decisión del Consejo de 10 de 

diciembre, se configura «como el instrumento de planificación de las políticas públicas de 

reordenación del sector de la minería del carbón (…) en el escenario establecido por la Decisión.» 

Persiguiendo, entre otros objetivos, «atenuar el impacto que produce la pérdida de puestos de trabajo, 

así como su repercusión en la economía regional.». 

 

A la consecución de los distintos objetivos previstos en el mismo se destinaron diferentes 

líneas de ayudas, entre las que figuran, las denominadas ayudas por costes excepcionales, siendo una 

de sus modalidades, «las Ayudas de carácter social destinadas a financiar procesos de reducción de 

plantilla de unidades de producción de carbón que cierren». Tales ayudas permiten asumir el coste de 

prestaciones sociales derivadas de la jubilación de quienes no tienen la edad legal de jubilación, o el 

pago de indemnizaciones ajenas al sistema legal, según determina el anexo de la referida decisión 

comunitaria, atendiendo a lo dispuesto en su artículo 4 «Ayudas para cubrir costes excepcionales». 

 

Estas líneas de ayudas las desarrolla el Real Decreto 676/2014, de 1 de agosto, por el que se 

establece el régimen de ayudas por costes laborales destinadas a cubrir costes excepcionales 

vinculados a planes de cierre de unidades de producción de las empresas mineras del carbón. 

Conforme a esta norma, desde el 1 de enero de 2013 hasta el 31 de diciembre de 2018, se podrá 

financiar la reducción de las plantillas propias de las empresas que cierren sus unidades de producción 

de carbón, por medio de ayudas por costes laborales para trabajadores de edad avanzada y mediante 

bajas indemnizadas de carácter voluntario, a las que accederían los trabajadores en función del 

cumplimiento de una serie de requisitos objetivos. Tales medidas permitían cubrir la pérdida de 

empleo de los trabajadores del sector, cuya salida se preveía de forma escalonada hasta el 31 de 

diciembre de 2018. 

 

Sin embargo, las actuales circunstancias del sector, motivadas por la caída de la cotización del 

carbón en los mercados internacionales con la consiguiente pérdida de competitividad del carbón 

nacional frente al carbón importado en los últimos meses, han conducido a que la producción de 

carbón siga una curva descendente más acentuada de lo previsto que obliga a la mayoría de las 

empresas a adelantar la fecha de cierre inicialmente prevista y a incurrir en declaraciones de concurso 

de acreedores o en situaciones de insolvencia y liquidación que llevan, inexorablemente, a la extinción 

de los contratos de trabajo de sus plantillas. 

 

Así, el precio internacional del carbón ha evolucionado a la baja en los dos últimos años 

habiendo alcanzado un precio medio CIF (coste, seguro y flete) por debajo de los 55 euros por 

tonelada, en marzo del año 2015, en los puertos ARA (Ámsterdam, Róterdam y Amberes) que suelen 

emplearse como referencia en Europa. Este desplome de la caída de los precios del carbón mucho más 

de lo previsto en el momento de la firma del nuevo Marco de actuación para el periodo 2013-2018 y la 

incertidumbre sobre la evolución de los mercados internacionales está ocasionando graves problemas 

de competitividad tanto a las empresas de la minería del carbón españolas como de otros países 

europeos que han visto enormemente limitadas sus posibilidades de suministro de carbón autóctono. 

 



  

 

 

 

   

 

 

En este contexto de cierre de aquellas unidades de producción no competitivas en el sector de 

la minería del carbón, las medidas sociales adoptadas en el Real Decreto 676/2014, de 1 de agosto, se 

muestran claramente insuficientes pues los requisitos establecidos se han previsto para un cese 

progresivo que culminaría en 2018. Resulta de capital importancia, por tanto, paliar la repercusión que 

el próximo cierre de las minas puede provocar en las cuencas mineras, donde ya existe un elevado 

índice de desempleo y limitadas oportunidades de reinserción laboral para unos trabajadores que 

vienen realizando tareas muy específicas, propias de un sector en crisis, en unos puestos de trabajo que 

requieren unas características físicas singulares del trabajador, en particular, un gran desgaste físico. 

 

Se trata, en definitiva, de facilitar el acceso a unas ayudas que ya estaban previstas, en apoyo 

a las empresas mineras, que llegan a esta situación de cierre muy endeudadas y con falta de liquidez, 

soportando el coste de la reducción de las plantillas propias, según estaba acordado en el referido 

Marco de Actuación para la Minería del Carbón y las Comarcas Mineras para el período 2013-2018, 

cuyo objetivo es garantizar una minería competitiva del sector del carbón de acuerdo con lo 

establecido en la normativa de la Unión Europea. 

 

Para ello basta con permitir que se adelante la fecha de entrada al sistema de ayudas por edad 

avanzada de aquellos trabajadores que, de otro modo, se habrían incorporado al plan de ayudas en 

2017 ò 2018. Se trata de anticipar, por consiguiente, esa fecha, flexibilizando las exigencias de edad 

equivalente y periodo de cotización, lo que se vería compensado con una minoración del importe de la 

ayuda. 

 

Adicionalmente, se facilita con carácter excepcional el acceso a las ayudas sociales por costes 

laborales mediante bajas indemnizadas de carácter voluntario, a aquellos trabajadores incorporados a 

las plantillas de las empresas privadas de la minería de carbón no competitiva en fecha anterior a 1 de 

enero de 2015 y posterior a 31 de diciembre de 2011. 

 

Asimismo, se encuentra en tramitación una Orden Ministerial para incentivar las inversiones 

medioambientales en desnitrificación de las centrales a cambio de la compra de carbón nacional.  Las 

centrales térmicas de carbón, según la legislación europea, están obligadas a realizar inversiones 

medioambientales en desnitrificación.  Basándose en razones de seguridad de suministro se plantea en 

dicha orden subvencionar el 90% de la inversión (90.000  euros/ megawatio) a cambio de la compra de 

un flujo regular de carbón nacional desde el 2015 y hasta el 2018. 

 

 

 

 

 

Madrid, 3 de septiembre de 2015 
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